6
11

DIVISIÓN DE ASESORIA Y GESTION JURÍDICA

Al  contestar refiérase 

al oficio N° 05635 

02 de junio, 2009
DAGJ-0800-2009
Licda. Silma Bolaños Cerdas  

Olga Marta Corrales Sánchez 
Presidente Comisión Permanente de Asuntos Económicos 

ASAMBLEA LEGISLATIVA

Estimada señora Diputada:  

Asunto: Consulta sobre el proyecto denominado “Reforma de los artículos 11 y 17 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la república, Ley No.º 7428, de 7 de setiembre de 1994, y sus reformas; reforma de los artículos 2 inciso g), 3, 12 inciso c), 17 inciso d), 18 y 19 de la Ley General de Control Interno, Ley no. 8292, de 31 de julio de 2002, artículos 46 y 55 de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, n.º 8131, de 18 de setiembre de 2001”, que se estudia bajo el expediente No. 17.000.
Nos referimos a su nota recibida en esta oficina el pasado 14 de noviembre de 2008, mediante la cual solicita el criterio de esta Contraloría General respecto del proyecto de ley de referencia, que se estudia bajo el expediente No. 17.000.
I. Sobre la exposición de motivos del proyecto de ley No. 17.000.
Se señala en la exposición de motivos que el artículo 183 de la Constitución Política define claramente la naturaleza jurídica de la Contraloría General de la República, al conceptuarla como una institución auxiliar de la Asamblea Legislativa en la vigilancia de la Hacienda Pública, así como los artículos 182 y 184 ibídem, al explicitar sus atribuciones, establecen claramente que la Contraloría es el órgano superior de fiscalización de la Hacienda Pública, para lo cual se le dota de una serie de potestades e instrumentos de carácter financiero y legal.
Por consiguiente, se concluye en la exposición de motivos que es necesario reformar todas estas disposiciones legales para precisar que la Contraloría solo interviene respecto de la fiscalización de los fondos públicos, y que todas las demás disposiciones sobre el sistema de control, que crea la ley, son competencia de los órganos encargados de fijar las respectivas políticas en cada sector de actividad de la administración pública.  
Se considera que estas disposiciones, en la praxis, han transformado la naturaleza jurídica de la Contraloría de un órgano fiscalizador, tal y como lo concibió el constituyente de 1949, en un órgano de administración activa que fija políticas obligatorias para todos los sujetos pasivos, incluidos algunos órganos y entes que tienen independencia política y administrativa garantizadas a nivel constitucional.

Se indica además en la exposición de motivos que las disposiciones citadas contradicen la clara definición que establece el artículo 17 de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos sobre  los sistemas de control.  En efecto, esta norma señala que “Para propiciar el uso adecuado de los recursos financieros del Sector Público, se contará con sistemas de control interno y externo”.  Esta norma precisa el ámbito de competencia de la Contraloría.  
En cambio, la Ley General de Control Interno crea un concepto amplio de control, que va mucho más allá del mero control legal financiero de los fondos públicos que constitucionalmente le corresponde ejercer a la Contraloría.  Por ello, es necesario precisar las disposiciones indicadas de esta Ley para evitar que la Contraloría siga ejerciendo, como en la actualidad, funciones de administración activa, en detrimento de la autonomía política y administrativa garantizada a las distintas administraciones públicas.

Según se indica en la exposición de motivos, la praxis demuestra que esta tramitología dura un promedio de 9 meses mínimo, por lo que la disposición citada da al traste con gran cantidad de concursos públicos que se inician en abril o en meses posteriores y luego de toda su tramitología no pueden ejecutarse, pues los fondos disponibles para su financiación caducan el 31 de diciembre, fecha en la que todavía el respectivo contrato no ha recibido el refrendo de la Contraloría. Por tanto, es necesario volver al viejo sistema de que los compromisos presupuestarios de un año se extienden por seis meses del año siguiente.

Con esta reforma, señalan en la exposición de motivos, se le daría mayor agilidad y flexibilidad a la contratación administrativa.
II. Sobre la importancia del control externo como pilar del sistema democrático y el ejercicio pleno del principio de evaluación y rendición de cuentas
Tal y como se desarrolló en la memoria anual 2008 de la Contraloría General de la República, en los últimos años ha surgido una suerte de discusión en distintos foros académicos y políticos, acerca de la vigencia del sistema político nacional y de la pertinencia de la organización de la Administración Pública.  La discusión sobre esos temas parte en términos generales de una percepción de complejidad excesiva en el proceso de toma de decisiones políticas y administrativas, así como en su fase de ejecución, que impediría a los actores públicos dar respuesta oportuna a las necesidades de la comunidad.

La Contraloría General y su función de vigilancia de la Hacienda Pública no escapan a ese insipiente debate. Son comunes los comentarios o análisis acerca de la adición de este órgano de control a los elementos que contribuyen a enfatizar la complejidad excesiva en la gestión pública.  Se ha señalado por ejemplo que la Contraloría  General con lo que sería un accionar desaforado rebasa su ámbito de competencia y sustituye a la Administración activa.  
En materia de contratación administrativa, por ejemplo, es frecuente que se mencione a este órgano contralor y al principio de licitación como las fuentes primarias de la parálisis administrativa.  Curiosamente, también es posible encontrar criterios que rondan el otro extremo del universo de opiniones, que subrayan que la Contraloría General es más bien omisa y poco agresiva en el ejercicio de sus funciones.  En algunas oportunidades las perspectivas en comentario varían en función del papel que su emisor desempeña dentro del engranaje estatal, aunque desde luego este aspecto no puede ser tenido como justificación para no tenerlas cómo razonables o atendibles, pero tampoco para tener que aceptarlas sin mayor discusión.
La típica aproximación al tema del control externo hacendario, y pudiera decirse que en general al de la gestión pública, es el enfoque del problema burocrático
.  En este sentido, el control aparece como sinónimo de trámite y procedimiento rígido, formal y en términos generales superfluo.  En consecuencia el problema de control se corrige con la eliminación de trámites y procedimientos.  

Para la Contraloría General esa perspectiva no puede ser descartada del todo, pues en realidad siempre es necesario simplificar los trámites y procedimientos, pero resulta  insuficiente para analizar el fenómeno del control y para sustentar el debate serio y profundo acerca de su pertinencia actual.  El centrar la discusión exclusivamente en el valor de los trámites y procedimientos, sin considerar en qué medida aquellos están conectados con el cumplimiento de finalidades de mayor dimensión constitucional, supone reducir de manera casi absurda un tema bastante más rico en conceptos esenciales. 

El tema del control externo de la Hacienda Pública debe ser abordado desde la perspectiva de su relación con el principio democrático.  Los funcionarios públicos han sido revestidos de cuotas de poder público y dotados de medios económicos con el único propósito de llevar a cabo las tareas que el ordenamiento jurídico les encomienda y que siempre están destinadas a la atención del interés público.  Dado que ni el poder ni los recursos son de su propiedad, los funcionarios públicos están llamados a rendir cuentas a los ciudadanos acerca de su empleo.  Ya desde la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano en la Francia de 1789, se definía que los ciudadanos tienen derecho a verificar por sí mismos o a través de sus representantes la necesidad de la contribución pública y de controlar su empleo.

Nuestra Constitución Política reconoce de manera amplia y contundente estos conceptos, tal y como se identifica, entre otros, en artículos tan relevantes como el artículo 1, que plasma el principio democrático, así como el artículo 9, que establece al Gobierno de la República como popular, representativo, participativo, alternativo y responsable.   El artículo 11, reformado no hace muchos años con el propósito precisamente de introducir en la literalidad de la Constitución el deber de la Administración de someterse a un procedimiento de evaluación de resultados y rendición de cuentas, con la consecuente responsabilidad personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes.  También debe mencionarse el artículo 140 que dispone los deberes del Presidente y el respectivo Ministro de Gobierno, que incluyen el vigilar el buen funcionamiento de las dependencias administrativas y rendir informes a la Asamblea Legislativa.

En ese contexto, el control externo sobre la Hacienda Pública no es un fin en sí mismo, ni constituye un simple cúmulo de trámites marginales en el contexto burocrático, sino que se torna en una herramienta en manos del Parlamento y de la comunidad, para contar con elementos de juicio profesionales que les permitan exigir a los funcionarios públicos la explicación acerca del cumplimiento de sus tareas, al tiempo que contribuye a que estos últimos cuenten también con insumos para valorar la adopción oportuna de medidas correctivas que mejoren su accionar.

Esta vinculación entre control externo hacendario y democracia ha sido abordada en el contexto de la Organización Internacional de Entidades Fiscalizadoras Superiores (INTOSAI), que es la entidad que agrupa a más de ciento ochenta entidades de fiscalización superior a nivel mundial, con el propósito de generar un esfuerzo común en la promoción y protección del control externo hacendario, con objetivos consecuentes con los promovidos por el sistema de las Naciones Unidas.  Así, en el marco de la celebración del cincuentenario de dicha organización, en el año 2003, su Secretario General, Dr. Franz Fiedler, Presidente del Tribunal de Cuentas austriaco, en un interesante artículo relativo a la independencia de las entidades fiscalizadoras superiores, señaló:

“En consecuencia, una fase avanzada de la democracia y unas instituciones estatales muy desarrolladas, bajo el imperio de la ley, constituyen los requisitos previos fundamentales para la independencia de la auditoría gubernamental. En pocas palabras, la democracia y la independencia de las EFS están vinculadas inseparablemente. La validez de esta afirmación está demostrada por gran cantidad de pruebas históricas.”

El Constituyente del año 1949 comprendió la relevancia de estas categorías, por lo que en una actuación de avanzada en el contexto mundial, elevó al rango constitucional a la entidad de fiscalización superior nacional y la dotó de independencia funcional y administrativa absolutas, con el propósito de garantizar el mejor desempeño de sus funciones.  Nuestra Constitución Política incluso se adelanto a la declaración de los principios básicos que a nivel internacional promovió la INTOSAI por medio de lo que hoy se reconoce como su Carta Fundamental, que es la Declaración de Lima del año 1977, en la que se señaló como premisa básica para el ejercicio del control la independencia de las entidades de fiscalización superior, con el propósito de cumplir con su tarea, cuya finalidad está resumida en el artículo 1 de esa declaración de la siguiente manera:

Artículo 1.-  Finalidad del control

La institución del control es inmanente a la economía financiera pública. El control no representa una finalidad en sí mismo, sino una parte imprescindible de un mecanismo regulador que debe señalar, oportunamente, las desviaciones normativas y las infracciones de los principios de legalidad, rentabilidad, utilidad y racionalidad de las operaciones financieras, de tal modo que puedan adoptarse las medidas correctivas convenientes en cada caso, determinarse la responsabilidad del órgano culpable, exigirse la indemnización correspondiente o adoptarse las determinaciones que impidan o, por lo menos, dificulten, la repetición de tales infracciones en el futuro.

En nuestro criterio, si se quiere abordar un debate acerca del alcance del control externo hacendario ante los retos de una Administración Pública moderna, debe partirse de esta perspectiva conceptual, de manera que en el intento válido de simplificar trámites y reducir burocracia, no se incurra en el exceso de comprometer lo esencial, que es la existencia de una función de fiscalización fuerte que pueda con independencia brindar los insumos para el ejercicio de rendición de cuentas de los funcionarios públicos ante la comunidad nacional.

III. Sobre el control de eficiencia

Una vez analizada la importancia del control externo en el Estado Democrático de Derecho, procederemos a analizar la posición de la Contraloría General de la República en relación con el control de eficiencia, el cual constituye el corazón de la reforma propuesta, sin perjuicio de la posibilidad de emitir otras consideraciones en el momento oportuno, acerca de la pertinencia de los otros controles previos y posteriores asignadas al órgano contralor.

La Declaración de Lima de la INTOSAI es absolutamente categórica en señalar en su artículo segundo que el control posterior es “una función inalienable de cada Entidad Fiscalizadora Superior”.

Desde esta perspectiva, la Contraloría General estima que el instrumental de control posterior contenido en la Constitución Política y desarrollado en su Ley Orgánica, resulta acorde con las exigencias del Derecho comparado y refleja esa característica esencial de esta modalidad de control en el marco del quehacer de las entidades de fiscalización superior como la Contraloría General.  Esta realidad resulta ser tan clara que no se estima necesario ahondar en su justificación técnica y política.

No obstante, sí se estima imprescindible aportar al debate nacional sobre el control hacendario algunas consideraciones acerca de la potestad de control de eficiencia.  Esto por cuanto en los últimos años, cada vez que se enfrenta alguna discrepancia con las actuaciones de la Contraloría General, una práctica reiterada es hacer señalamientos de que este órgano de control desborda sus competencias e incursiona en tareas propias de la Administración activa, con lo que se le desplaza de la adopción definitiva de actos que le son propios a partir de valoraciones de oportunidad y conveniencia que también le son exclusivas, sin perjuicio del control jurisdiccional correspondiente.  
En ese marco, casi invariablemente la respuesta es promover una reforma a la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, o revivir las que ya pudieran estar en la corriente legislativa, para eliminar de ese marco normativo todo lo relativo al control de eficiencia.

La Contraloría General considera que esa postura parte de una incorrecta interpretación del alcance de la potestad de control de eficiencia contenida en su Ley Orgánica, pero además supone un peligroso desconocimiento de las tendencias actuales en el Derecho comparado en la materia, que llevarían al país a mostrar un notable retroceso en el contexto mundial, que sería asociado indubitablemente a un debilitamiento del principio democrático.

En primer término, el control de eficiencia no determina ex ante la actuación Administrativa que examina, pues es un control de resultados, por lo que como supuesto fundamental para su ejercicio se tiene precisamente que esa actuación ya se haya desarrollado.  
Tampoco en modo alguno implica que por esa vía la Contraloría General adopta ex ante valoraciones de oportunidad y conveniencia que competen a la Administración activa, pues precisamente el control de eficiencia analiza los resultados de la gestión a partir de la planificación y valoraciones que realizó la Administración y que motivaron la adopción de un curso de acción determinado.  
El control de eficiencia está llamado a evaluar los resultados de la actuación administrativa a la luz de los objetivos y metas planteados por la Administración activa. Sus evaluaciones, que trascienden la mera valoración de legalidad, le permiten conocer por una parte a la propia Administración si está logrando lo que se propuso y si en consecuencia está haciendo un uso eficiente de los fondos públicos, al tiempo que se brindan insumos a la Asamblea Legislativa para ejercer el control político y desarrollar legislación sobre bases de análisis más fundamentadas y se potencia la participación ciudadana en los asuntos públicos, según lo prevé el artículo 11 de la Constitución Política.

Desde esta perspectiva, el control de eficiencia lejos de ser un problema constituye el mayor reto que debe acometer la Contraloría General, en procura del ejercicio de un control posterior moderno y pertinente.  Este reto no es exclusivo de nuestro país; ya desde 1977 en la citada Declaración de Lima de la INTOSAI, se consignó lo siguiente:

Artículo 4.-  Control formal y control de las realizaciones

1. La tarea tradicional de las Entidades Fiscalizadoras Superiores es el control de la legalidad y regularidad de las operaciones.

2. A este tipo de control, que sigue manteniendo su importancia y transcendencia, se une un control orientado hacia la rentabilidad, utilidad, economicidad y eficiencia de las operaciones estatales, que no sólo abarca a cada operación sino a la actividad total de la administración, incluyendo su organización y los sistemas administrativos.

3. Los objetivos de control a que tienen que aspirar las Entidades Fiscalizadoras Superiores, legalidad, regularidad, rentabilidad, utilidad y racionalidad de las Operaciones, tienen básicamente la misma importancia; no obstante, la Entidad Fiscalizadora Superior tiene la facultad de determinar, en cada caso concreto, a cual de estos aspectos debe darse prioridad.

Como se aprecia, la evolución del control posterior hacia esquemas que incorporen conceptos tales como rentabilidad, utilidad, economía y eficiencia, estaba planteada como una aspiración desde hace más de tres décadas a nivel mundial.  A partir de ese impulso, poco a poco la generalidad de los países ha ido adoptando esa orientación. Nuestro país desde el año 1949 previó la posibilidad de que la Contraloría General se refiriera a la Asamblea Legislativa acerca de formas para lograr el mejor uso de los fondos públicos, para lo cual se presume la posibilidad de realizar los estudios que sustenten esas opiniones.  La Ley Orgánica de la Contraloría General de la República es por lo tanto en esa materia un paso adelante que no puede debilitarse en el camino.  

IV. Sobre el contenido del proyecto

Propuesta de reforma a la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República
Se justifica esta reforma -en la exposición de motivos- porque se considera que  desde el punto de vista constitucional, la Contraloría solo está autorizada para ejercer control legal y financiero sobre la Hacienda Pública, quedando fuera de su competencia el ejercicio de potestades de control político o de mérito de la actuación de los entes y órganos sometidos a su competencia fiscalizadora y, sin embargo, en la praxis, el legislador a lo largo de los años, pero sobre todo durante la última década, ha ido atribuyéndole competencias y atribuciones a la Contraloría que no solo no están autorizadas constitucionalmente, sino que también rozan con los ámbitos de autonomía política y administrativa garantizados por la Carta Política a los distintos entes y órganos de la Administración Pública.

Dentro de este orden de ideas, se señala que la propia Ley orgánica de la Contraloría General de la República en sus artículos 11 y 17 le confieren a la institución la potestad de velar por la eficiencia de los controles internos y de dictar conclusiones y recomendaciones pertinentes y efectuar las previsiones y dictar las instrucciones y las órdenes procedentes. Esta potestad de control de eficiencia, debería circunscribirse exclusivamente al manejo de los fondos públicos, sin embargo es ejercida por la Contraloría respecto de toda la actividad de la administración activa, con lo cual interfiere, de manera inconstitucional, sobre su autonomía política y administrativa. Por tanto, consideran necesario reformar ambas normas con el fin de precisar que el control de eficiencia se circunscribe exclusivamente al manejo de los fondos públicos y no al resto de la actividad ordinaria y técnica de la Administración Pública, como sucede en la actualidad.

Criterio de la División:
Tal y como consta en las actas de la Asamblea Legislativa del proyecto de Ley Orgánica de la Contraloría General de la República
, al discutirse sobre la pertinencia del artículo 11, se hizo énfasis en la importancia del aspecto de la eficiencia y se analizó la diferencia entre eficacia y eficiencia, señalando en resumen que en auditoría se dice que eficiencia es la optimización de los recursos, el rendimiento de los recursos y, la eficacia, es más que todo el cumplimiento de los objetivos que se ha fijado de antemano la institución.  Así es que se pretendió que al hablar de la  eficacia, se entrara a  revisar  que la institución estuviese cumpliendo con sus objetivos en una forma adecuada.  En economía, eficacia sería obtener un rendimiento en una forma económica, usando el menor costo en la utilización de esos recursos.
Se indicó además por parte de los señores legisladores que la Ley establece dos conceptos claramente diferenciables. Por una parte un fin de garantía, legalidad, moralidad y eficiencia de la administración del patrimonio público, que fue definido anteriormente y, la eficiencia en la administración de aquellas actividades de fondos privados, sujetos al control de la Contraloría.
Se aclaró en esa discusión que el concepto de eficacia aparece regulado en la Ley General de la Administración Publica, como la capacidad de un acto para producir efectos jurídicos. Eficacia tiene en el derecho un sentido distinto a aquel que tiene en administración.  El concepto de eficiencia en el derecho, involucra tanto la gestión como los resultados y para los administradores este concepto involucra tres: economía, costos, eficiencia, rendimiento y eficacia, resultados. Así que esta definición involucra mediante el concepto del control de eficiencia, los tres aspectos: economía, eficacia, y eficiencia. 
En ese orden de ideas, los legisladores en su análisis señalaron que los fines de este ordenamiento que se crea en la LOCGR, lo que trata es garantizar, no la eficiencia del órgano -eso no es problema de la Contraloría- sino la eficiencia de los controles internos, para que las auditorías funcionen adecuadamente y el manejo de los fondos públicos. No es un control de eficiencia ni de legalidad sobre la eficiencia administrativa, es un control de eficiencia de los controles internos, que cada institución debe tener y del manejo propiamente de los fondos públicos. El control no es de eficiencia de las instituciones, no es un  control de la eficiencia administrativa, eso es problema de la administración, se trata de un control sobre los controles internos. Lo que se pretende es garantizar que las auditorías ejerzan bien el control y que propiamente a la hora de los gastos se sigan procedimientos que garanticen ese control.

Con esta explicación que surge del propio legislador y que este órgano contralor avala, desde ya, no advertimos que sea procedente la modificación de esta norma. 
Con respecto al artículo 17, según se indica expresamente en la discusión que se recoge en las actas legislativas de la ley orgánica 
 y que a manera de resumen exponemos,  se reafirma la competencia que el artículo 5 de la ley le confiere al órgano contralor. Se le faculta para evaluar la administración de la Hacienda Pública, si se ha realizado dentro de niveles óptimos de eficiencia y eficacia de conformidad con el marco legal vigente, los principios de contabilidad y las normas técnicas aplicables y lo más importante si se hace con apego en un alto grado de honestidad y moralidad administrativa.
 La evaluación de la eficiencia y la eficacia mencionada es de gran importancia en materia de fiscalización, sin embargo, la legislación vigente no tenía una norma sobre el particular de aplicación a toda la Hacienda Pública.  Por ello, se procuró que con este artículo se estableciera dicha potestad como parte importante de la competencia de la Contraloría General, cuyo propósito es ampliarle los medios para evaluar la gestión que realizan los responsables de la administración de dicha hacienda, en cuanto a si se utilizan los recursos humanos, materiales y financieros, de manera eficiente y económica; es decir, si en el logro de los objetivos y metas de una entidad, órgano o empresa pública, funcionario o empleado, el manejo de los fondos públicos se ha efectuado de acuerdo con la ley y las técnicas aplicables en forma recta, prudente con ahorro tiempo, trabajo, dinero etc.
Por otra parte, como complemento de lo anterior, se establece la potestad para medir y evaluar los resultados finales y beneficios obtenidos con el uso de los citados recursos, es decir, se le faculta para determinar cómo y en qué medidas se ha cumplido con los objetivos o metas programados. 

En resumen, lo que pretendieron los señores legisladores  con esta norma es que se pudiera examinar la moralidad administrativa y la corrección financiera, verificar si la consecución de los objetivos y metas, se hacía con apego a las leyes y reglamentos y a las normas y principios técnicos aplicables, evaluar y responsabilizar a la administración activa por la eficiencia y economía de la utilización de los fondos públicos y de los recursos humanos, de evaluar y responsabilizar a todos los niveles de la organización, por el logro al mínimo costo y con el máximo resultado de los objetivos y metas establecidas oportunamente en los programas de actividad de los presupuestos, y evaluar y responsabilizar a la administración activa por la correcta y eficiente recaudación de los ingresos. 

Creemos que la visión que tuvo el legislador a través de esta norma debe mantenerse.    Ahondaremos en más razones para la legitimación del control de eficiencia y sobre la fiscalización de la eficiencia de los controles internos.
En primer lugar, cabe destacar y aclarar que el modelo de fiscalización actual está dispuesto de tal manera que no implica valoración de conveniencia o del ejercicio de control político.  Tampoco implica invasión al ámbito de autonomía política o administrativa de otras entidades públicas, pues la actuación de la CGR obedece a las competencias constitucionales, las cuales no se limitan a un mero control legal y financiero sobre los fondos públicos, sino que obedecen a un mandato amplio de vigilancia de la Hacienda Pública que debe interpretarse, de conformidad con el rol de las entidades de fiscalización superior, en adelante EFS.
El control de eficiencia es una potestad de las EFS que no implica pronunciamiento o evaluación de mérito o conveniencia, tampoco es un ejercicio de control político, de hecho es una competencia acorde con la visión actual de fiscalización, la cual -como se indicó anteriormente- trasciende el ámbito meramente contable-financiero y se enfoca en un esquema de rendición de cuentas y calidad en la prestación de los servicios públicos.

En ese sentido, con respecto al control de eficiencia, cabe destacar su vinculación con el nuevo paradigma de gestión pública, el cual no se debería desconocer en el proyecto de ley bajo análisis, pues tal y como lo afirmó el Magistrado Ernesto Jinesta Lobo “… Pese a la redacción, la reforma constitucional crea un nuevo deber o imperativo constitucional para todas las administraciones públicas, con el objeto de lograr su mayor sometimiento a los principios de legalidad, eficiencia y eficacia e implantar, de esa forma, un nuevo paradigma de gestión administrativa más acorde con el Estado Social y Democrático de Derecho.”


En ese mismo sentido, esta Contraloría se pronunció en la Memoria Anual del año 2002, pues indicó sobre la reforma constitucional del artículo 11 y el papel que juega la eficiencia y la eficacia en la evaluación de resultados y la rendición de cuentas, lo siguiente:

“Cuando se habla de evaluación de resultados, se está ante un medio para comprobar si la gestión ha sido eficaz, lo que implica que los fines públicos propuestos por el ordenamiento jurídico se hayan cumplido adecuadamente; pero también si ha sido eficiente, lo que supone que se haya hecho un uso óptimo de los medios puestos a disposición de los funcionarios responsables. Por su parte, la rendición de cuentas está asociada intrínsecamente con el principio de legalidad, que implica que los funcionarios públicos son simples depositarios de la voluntad popular, por lo que no son “propietarios” del poder público pero también está ligada al principio democrático, que supone la generación de espacios y el suministro de información que permitan a la gente, ya sea por medio de sus representantes o directamente, participar en la definición y conducción de los asuntos de interés público.”

También la Sala Constitucional en el voto 5207-2004, ha otorgado reconocimiento al  principio de eficiencia administrativa, al señalar:
“(…) principio de “eficiencia de la administración”, puesto que, el deber de reparar o indemnizar las lesiones antijurídicas infligidas a los administrados les impone actuar de forma correcta, ponderada, reflexiva y ajustada a Derecho. De acuerdo con estos dos principios que informan la organización y función administrativas, las administraciones públicas deben prestar servicios públicos de buena calidad con altos estándares para la debida satisfacción de las necesidades de los administrados que son sus destinatarios y ejercer cumplida y normalmente sus competencias. La eficiencia y la eficacia son, entonces, obligaciones o imperativos constitucionales que necesariamente obligan a los entes públicos a actuar responsablemente en el ejercicio de la función administrativa en sus diversas manifestaciones (actuaciones materiales o técnicas y actividad formal). Como correlato de tales deberes constitucionales de las administraciones públicas, los administrados son titulares del   derecho fundamental innominado al buen y eficiente funcionamiento   de los servicios públicos, con elevados estándares de calidad, el cual se puede inferir, a contrario sensu, de los supracitados artículos 140, inciso 8°, 139, inciso 4° y 191 de la Constitución Política).” 

En ese orden de ideas, la búsqueda de la eficiencia en el sector público no es un esfuerzo aislado de la LOCGR, sino que responde a un interés conjunto del ordenamiento jurídico, que a partir del año 2000, obtuvo rango constitucional por medio de la reforma al artículo 11 de la Constitución Política.

Asimismo, cabe destacar que la propia Sala Constitucional en el Voto n° 1903 y la Procuraduría General de la República en la Opinión Jurídica OJ-048-2002, se han pronunciado sobre la legitimidad del control de eficiencia de la CGR y su apego al mandato constitucional, lo cual es útil para justificar la improcedencia de lo planteado en el proyecto de ley. 

En el ámbito de competencias de la Contraloría General, -como lo hemos referenciado- el control de eficiencia nace de una potestad expresa otorgada por el legislador en el artículo 17 de su Ley Orgánica. Por su parte, el artículo 11 de la Ley Orgánica establece los fines del ordenamiento de control y fiscalización superiores, a efectos de que se garantice “la legalidad y la eficiencia de los controles internos y del manejo de los fondos públicos en los entes sobre los cuales tiene jurisdicción la Contraloría General de la República”.  
En ese sentido, el artículo 11 de la Constitución Política -cuyo texto fue reformado en el año 2000-, preceptuó en su párrafo segundo lo siguiente:  “Artículo 11.- (…) La Administración Pública en sentido amplio, estará sometida a un procedimiento de evaluación de resultados y rendición de cuentas, con la consecuente responsabilidad personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes. La ley señalará los medios para que este control de resultados y rendición de cuentas opere como un sistema que cubra todas las instituciones públicas.”
 
Lo anterior, nos permite concluir  que la potestad de control de eficiencia que posee el órgano contralor perfectamente se puede considerar como uno de los medios de control a los que hace referencia el párrafo segundo del numeral 11 constitucional, necesario para la verificación de tales principios. Cabe acotar, que pese a que la norma constitucional dispone que será la ley la que defina los medios para que esos principios constitucionales cubran todas las instituciones públicas y en la actualidad no se encuentre un único cuerpo normativo que regule ese tema, no por ello la norma constitucional deja de tener aplicación, pues los fines queridos por el legislador en el contenido sustantivo del numeral
, son factibles de concretar mediante el cumplimiento de varias normas vigentes, por ejemplo, la Ley Orgánica de la Contraloría General, la Ley de Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, la Ley General de Control Interno y la Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública
.

Ahora bien, en cuanto a cómo el órgano contralor lograría incidir en la obtención por parte de las administraciones de “niveles óptimos de eficiencia y eficacia”, advertimos también que en  las actas legislativas del proyecto de la actual Ley Orgánica de la Contraloría General que hemos comentado, se discutió este punto al menos en relación con el plan-presupuesto
. En esa oportunidad se vislumbró a la planificación como un mecanismo –entre otros aspectos- de materialización de los principios de rendición de cuentas y evaluación, e insumo de la presupuestación, que comporta una serie de elementos sobre los cuales el órgano contralor podrá ejercer el control de eficiencia en etapas posteriores a la aprobación presupuestaria, control que las entidades públicas no pueden desconocer, en virtud de que están obligadas -por imperativo constitucional (artículo 11 de repetida cita)- a dichos principios.

Cabe agregar que en virtud de que los fines del ordenamiento de control y fiscalización superior son garantizar la legalidad y la eficiencia de los controles internos y del manejo de los fondos públicos, los mecanismos que le proporcionan al órgano contralor los criterios de evaluación serán todos aquellos que se ajusten a sus competencias constitucionales y legales, por lo que la planificación si bien es un instrumento fundamental para la evaluación de resultados, no es el único, según más adelante se podrá observar. 

Respecto al alcance del concepto de eficiencia –si éste comporta a su vez los principios de eficacia y economía-, debe mencionarse que desde un punto de vista economicista o financiero se separa cada uno de ellos y, por ende, eficacia es el cumplimiento de los objetivos
, eficiencia es el rendimiento o productividad alcanzada
 y economía es la obtención del menor costo de producción
.  En las actas legislativas
 del proyecto a la Ley Orgánica de la Contraloría General –como ya se indicó líneas atrás- se realizó una clara exposición del concepto de eficiencia como potestad de fiscalización y se indica expresamente que  éste integra las tres acepciones, eficacia, eficiencia y economía. 

A nivel de control de eficiencia practicado por las EFS, el concepto se encuentra en función de los fines esperados con la implementación  del nuevo modelo de gestión pública
, lo cual ha incidido en la práctica de cambios en el ámbito y función de la auditoría, a modo de ejemplo la GAO que siendo en sus orígenes una entidad eminentemente de auditoría, ha evolucionado ante las nuevas necesidades, para convertirse en evaluadora de resultados
.

Este cambio en materia de gestión pública y auditoría no ha sido ajeno al actuar de la CGR, por lo que, según se afirmó en la ponencia de esta institución en la cuarta jornada de reflexión EUROSAI-OLACEFS titulada “Hacia la construcción de indicadores sobre el impacto de la fiscalización sobre el ahorro y buen uso de los recursos públicos” 
, el órgano contralor apunta –entre otros aspectos- hacia el aumento en la eficiencia de las instituciones públicas, el fortalecimiento de las prácticas de uso correcto de los recursos públicos y la generación de información.  


Como puede apreciarse, la aplicación del término “eficiencia” trasciende el ámbito de gestión y resultados meramente en materia financiera y se ubica como un principio que impone a las respectivas administraciones obligaciones en el ámbito administrativo, comprendiendo sus actuaciones materiales, técnicas y formales, todo ello con el fin de optimizar la calidad de los servicios públicos prestados en procura de la satisfacción de las necesidades de los administrados, quienes son finalmente los receptores de tales servicios. 


Por otra parte, interesa señalar que en punto a la constitucionalidad del control de eficiencia otorgado al órgano contralor, en el año 1999 la Sala Constitucional en atención de una acción de inconstitucionalidad planteada en contra los artículos 6, 11 y 17 de la Ley Orgánica, reafirma que esas normas lo que hacen es expandir las potestades de fiscalización de los fondos públicos, de lo que se infiere que el control de eficiencia es constitucionalmente válido en tanto permite a la Contraloría General ejercer su competencia general de vigilancia de la Hacienda Pública. Al respecto manifestó esa Sala:
"Las normas cuestionadas lo que hacen es ampliar el radio de fiscalización de la Contraloría sobre el manejo de los fondos públicos, al señalar que podrá fiscalizar el cumplimiento, por parte de los sujetos privados beneficiarios, de reglas elementales de lógica, justicia y conveniencia a fin de evitar abusos, desviaciones o errores manifiestos en el empleo de los beneficios recibidos (artículo 6), garantizar la eficiencia de los controles internos y del manejo de los fondos públicos en los entes sobre los cuales tiene jurisdicción la Contraloría General de la República (artículo 11), el control de eficiencia para lo cual rendirá los informes con las conclusiones y recomendaciones pertinentes, efectuará las prevenciones y dictará las instrucciones y las órdenes procedentes (artículo 17). Como puede colegirse de las normas señaladas en éstas se expanden las potestades de fiscalización de los fondos públicos de la Contraloría General de la República, esto es no se afectan para nada las funciones de fiscalización de los actos de disposición de los fondos públicos, sino que más bien se ven reforzadas por las normas." (Sala Constitucional, Voto No. 1903 de las 11 hrs. del 12 de marzo de 1999”.

Posteriormente, en el año 2002 se intenta nuevamente eliminar la potestad de control de eficiencia. En esta ocasión mediante un proyecto de reforma de varios artículos de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, momento en el cual la Procuraduría General de la República emite la Opinión Jurídica OJ-048-2002 del 15 de abril de 2002, destacando entre otros aspectos, que de la norma 183 constitucional no se puede concluir que el órgano contralor esté limitado exclusivamente a un control de legalidad, en virtud de su indeterminación conceptual “vigilancia de la Hacienda Pública”. Más aún, que es a través de un control de eficiencia que se puede determinar la utilización o no de sanas reglas de administración en el manejo de los fondos públicos. Al respecto la Procuraduría expresó: 
“Al efecto debe señalarse que la Constitución Política en forma alguna limitó las potestades de fiscalización de la Contraloría General al control de legalidad, posición mantenida por la Sala Constitucional, tal y como se refirió anteriormente. / El artículo 183 de la Constitución Política le otorgó a la Contraloría General la potestad de "vigilar" sobre la Hacienda Pública. Ahora bien, en el intento de precisar este concepto puede recurrirse a la Real Academia que define vigilancia como "el cuidado y la atención exacta en las cosas que están a cargo de uno" (Diccionario de la Lengua Española, vigésima primera edición, T. II, Madrid, 1992, p. 2090). No existe, al respecto, límite alguno de ese "cuidado y atención exacta"; por el contrario, una vez otorgada la potestad de vigilancia, ésta ha de entenderse en el más amplio sentido de la palabra, excepto disposición contraria al respecto.  / A la Contraloría General le compete la vigilancia sobre la Hacienda Pública: potestad de fiscalización que va más allá del mero control de legalidad, pues de lo que se trata es de garantizar la adecuada administración de los fondos públicos. Es a través de un control de eficiencia que se puede determinar la utilización o no utilización de sanas reglas de administración en el manejo de los fondos públicos. De allí que los artículos 1, 6, 11 y 17 de la Ley Orgánica lo único que hacen es desarrollar el mandato constitucional.”.


Ahora bien, partiendo de que el control de eficiencia no es estrictamente de legalidad, en este documento también se han indicado que el control de eficiencia que ejercería la Contraloría se visualiza complementario al de legalidad, puesto que siempre se llevaría a cabo bajo parámetros objetivos, sea la utilización o no de los fondos públicos de acuerdo con la ley, métodos, medios, criterios técnicos y en general con las “sanas reglas de administración en el manejo de los fondos públicos”. 

De lo hasta aquí expuesto, necesariamente tenemos que concluir que  el control de eficiencia establecido en el artículo 17 de la Ley Orgánica de esta Contraloría, resulta ser un medio necesario para la evaluación de resultados, compatible con la competencia genérica otorgada por la Carta Magna al órgano contralor. Y para su aplicación, en virtud de encontrarse encaminada a “garantizar la legalidad y la eficiencia de los controles internos y del manejo de los fondos públicos”, el margen de acción se delimitará a partir de su integración con  otras normas conexas, la naturaleza, valor de la conducta y hechos a que se refiere, de forma que mejor se garantice la realización del fin público a que se dirige la norma, según lo establecido por el artículo 10 de la Ley General de la Administración Pública
.
En cuanto al momento oportuno para ejercitar  la potestad de control de eficiencia, de acuerdo con el texto del numeral 17,  nos inclinamos por la fiscalización posterior. En ese sentido, en el año 2001 el entonces Contralor General Lic. Luis Fernando Vargas Benavides, emitió el oficio 8556, referente al proyecto de ley de “Reforma a varios artículos de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República” -que con antelación se citara- pronunciándose sobre la potestad de control de eficiencia como control posterior,  de la siguiente manera:

“(…) el referido control de eficiencia es por naturaleza del orden de los controles posteriores, es decir, de la fiscalización de aspectos relativos a la actividad administrativa en ejecución o finiquitada. En consecuencia, resulta a todas luces evidente que la supresión de la potestad de control de eficiencia no sería la vía idónea para solucionar la alegada problemática a la que se refiere la exposición de motivos, pues el control de eficiencia no guarda relación con definiciones previas a la actuación administrativa a partir de criterios de oportunidad y conveniencia.”

No obstante, para el ejercicio de esta potestad mediante la fiscalización posterior, se requiere de algunos parámetros objetivos, previamente establecidos por el ordenamiento jurídico o por las propias administraciones públicas, según su grado de autonomía. De ahí que sea indispensable que las entidades hayan desarrollado los instrumentos necesarios para recoger, elaborar y presentar la información que se requiera para ese tipo de control. De no ser así la fiscalización se constituiría en arbitraria, además de poner en riesgo de indefensión a las instituciones
.

Hemos señalado que  para los efectos de la potestad que se analiza, el concepto de “eficiencia”, comporta a su vez el de eficacia y economía. Hecha esta acotación, a modo de referencia y al margen de la técnica que en última instancia se emplee (auditoría operativa, evaluativa u otro tipo de fiscalización), resulta interesante traer a colación lo expresado en el documento “Fiscalización Operativa: Cuestiones Generales y Análisis de Eficacia”
, en el cual se citan algunos elementos básicos que posibilitan una fiscalización de eficacia. Veamos:

“(…) tres elementos o requisitos básicos que deben existir con carácter previo para realizar este tipo de estudios: / Sistema de planificación de las actividades a realizar. / Definición de los objetivos a alcanzar. / Sistema de medición de objetivos o de cálculo de diferencias o desviaciones. / Estos requisitos enumerados se cumplen, por ejemplo, en aquellas entidades públicas que han implantado técnicas presupuestarias basadas en objetivos como son los llamados “Presupuestos por Programas”, de ahí que, frecuentemente, las auditorías de eficacia se identifiquen con las auditorías de programas presupuestarios, aunque en éstos trabajos también se suelen examinar aspectos de eficiencia y economía. / (…) el punto de partida necesario para poder llevar a cabo una evaluación de la eficacia es la existencia de una planificación de su actividad mediante programas donde los objetivos aparezcan definidos claramente y debidamente cuantificados. Esto último es realmente importante, ya que sin la determinación de los mismos no se podrá concluir sobre la actuación de la organización desde el punto de vista de la eficacia.”

Nos referimos a los componentes de la planificación, entre los cuales se encuentran: la determinación de objetivos, metas, indicadores y  productos, siendo necesario  que las instituciones del sector público cuenten con sistemas de planificación adecuados e integrados con cada uno de esos componentes, para que a partir de ahí se pueda realizar una adecuada evaluación posterior de los resultados obtenidos y por tanto exigir la rendición de cuentas de los responsables. 


En conclusión, el control de la eficiencia de los controles internos y del manejo de los fondos públicos es congruente con la competencia genérica de vigilancia de la Hacienda Pública, por lo que tiene asidero constitucional; el artículo 183 no limita al órgano contralor al control de legalidad y al tenor de lo dispuesto en  el artículo 11 de la Constitución Política todas las entidades públicas -sin distingo- están sometidas a la evaluación y rendición de cuentas. La reforma al artículo 11 de nuestra Carta Magna fortalece el principio democrático de Estado Social de Derecho, y en ese sentido hasta que no se logre establecer las condiciones adecuadas no se cumplirá con el mandato constitucional, quedando por un lado en desventaja la ciudadanía, así como el riesgo de que se constituya  la potestad de control de eficiencia en una simple enunciación normativa.  Es por ello que consideramos que con las reformas propuestas más bien caemos en un retroceso en todo este desarrollo democrático en nuestro país y se daría al traste con todo el camino que se ha avanzado en este concepto de control de eficiencia.
Reformas a la Ley General de Control Interno

Se argumenta en la exposición de motivos que la Ley General de Control Interno ha venido a agravar la situación anteriormente descrita, al establecer definiciones y potestades normativas y de fijación de políticas por parte de la Contraloría General de la República en materia ajena a la fiscalización de la Hacienda Pública, que es su competencia constitucional. Los artículos 3, 12 inciso c) y 17 inciso d) de la citada ley, al definir las actividades de control involucra a la Contraloría en la fijación de políticas y procedimientos para lograr los objetivos del control interno sin precisar que, en el caso de la Contraloría, su potestad abarca solamente la fiscalización de los fondos públicos.  Tal y como están redactadas las normas en cuestión, la Contraloría puede establecer políticas y definir procedimientos en materias ajenas a su ámbito de competencia constitucionalmente garantizado.

Se indica en la exposición de motivos que el artículo 18 le confiere a la Contraloría la potestad de fijar los criterios y las directrices generales en cuanto al establecimiento de un sistema específico de valoración de riesgo de las actividades desarrolladas por cada institución pública dentro del ámbito de sus respectivas competencias constitucionales y legales, sin precisar que dicha potestad solo puede ejercerse respecto de la utilización de los fondos públicos.

También se señala en la exposición de motivos que el artículo 19, por su parte, establece la obligación de que las administraciones públicas que señale la Contraloría, deberán obligatoriamente adoptar las medidas necesarias para el adecuado funcionamiento del sistema, sin precisar que la competencia de la Contraloría es exclusivamente respecto de la utilización de los fondos públicos.

Criterio de la División:

Este órgano contralor no comparte las reformas propuestas a la Ley General de Control Interno, y al respecto se indicaran las razones que motivan esta decisión:

A. En cuanto al ordenamiento de control y fiscalización superiores de la Hacienda Pública, el considerar que el control interno y las potestades de fiscalización de una entidad de fiscalización superior se encuentran limitadas al ámbito del manejo legal y financiero de fondos públicos implica desconocer las potestades reconocidas internacionalmente a estas entidades, así como el modelo actual de control interno y el de gestión pública, cuyos fines no obedecen a aspectos meramente financiero-contables, sino que comprende otros ámbitos tales como la calidad, eficacia y eficiencia, que se encuentran vinculados al manejo de los fondos públicos.

En ese sentido, se pronunció esta Contraloría en el año 1996 cuando en el  proyecto de la Ley de la Administración Financiera y Presupuestos Públicos se pretendió crear una Dirección General de Control Interno adscrita al Ministerio de Hacienda, cuya función era asumir la dirección técnica del control interno para el sector público. En tal oportunidad mediante el oficio 263-CO-69 el entonces Contralor, Lic. Luis Fernando Vargas Benavides, hizo llegar a la Asamblea Legislativa un amplio análisis respecto a la inconveniencia, en materia jurídica y técnica, que implicaba cercenar las competencias de esta Contraloría y trasladarlas al Poder Ejecutivo.

Tomando en cuenta que en el proyecto actual se realiza una propuesta similar, la cual parece fundarse en un inadecuado entendimiento del ordenamiento de control y fiscalización superior, los argumentos expuestos en el año 1996 son de gran utilidad para justificar la improcedencia del texto sometido ahora a consulta, pues desarrollan una serie de temas que explican el alcance, conveniencia y legalidad del modelo de fiscalización vigente.

Entre los asuntos que fueron analizados en esa oportunidad, que mantienen plena vigencia en este momento y que constituyen razones para la no procedencia de las reformas propuestas, se destacan las siguientes conclusiones:

1. El modelo integra la fiscalización y el control de fondos públicos y  pretende fomentar tanto el uso óptimo de los fondos públicos como la credibilidad del pueblo en la función pública, lo que reviste de vital importancia porque el  pueblo es el cliente a quien se dirige la función estatal.
2. Los modelos internacionales propuestos, reconocidos y aplicados a nivel internacional son coincidentes en cuanto a la designación del órgano superior de control como rector  del sistema, cuyas competencias principales se refieren a la emisión de normativa técnica y a la coordinación técnica con las auditorías internas.

3. El modelo actual de control interno producto de muchos esfuerzos legislativos se encuentra conceptualizado en propiciar una gestión pública de calidad, en términos de eficiencia, eficacia y economía.

4. Delegar en un órgano del Poder Ejecutivo la emisión de normativa técnica de control interno no garantiza una adecuada separación de funciones entre los emisores y los jerarcas, así como la independencia técnica, funcional y de criterio indispensable.
5. Se estaría obstaculizando la vigilancia de la  Hacienda Pública que corresponde constitucionalmente a la CGR, si se  transfieren al Poder Ejecutivo competencias exclusivas y excluyentes propias de la institución.
6. La potestad de emitir normativa técnica primaria es propia de la CGR  y esta normativa juega un papel primordial en el funcionamiento de cualquier sistema de control interno por lo que la normativa técnica primaria debe ser emitida por el órgano rector en esta materia, sin perjuicio de que los subsistemas del sistema de administración financiera puedan emitir la correspondiente normativa técnica secundaria.
7. Las acciones de las EFS se enfocan en propiciar el uso eficaz y eficiente de los fondos públicos, extendiéndose así su ámbito de acción hacia todos aquellos entes u órganos que estén involucrados en la administración y uso de tales fondos y juegan un papel fundamental en el desarrollo de los sistemas de control interno de las distintas entidades sujetas a su fiscalización.
8. En las directrices emitidas por INTOSAI se ha señalado que las EFS son las responsables de asegurar el control interno adecuado, para lo que deben promover y apoyar a las administraciones en el establecimiento de estructuras de control interno, mediante la puesta en conocimiento de las responsabilidades que les corresponde en la aplicación e inspección de los controles internos.

9. El control para el sector público debe ser visto de manera global e integradora, con elementos interrelacionados e interdependientes que conjugan esfuerzos para la racional utilización de fondos públicos.  Por ello, considerando que el ejercicio del control de los fondos públicos corresponde a la administración, a la auditoría interna de cada institución y a los órganos de control externo (EFS, instituciones de control de tutela, contadores públicos autorizados), el conjunto de esos componentes deben conformar un sistema de control, por lo que resulta necesario para su adecuado funcionamiento la debida integración de todos ellos, bajo la rectoría de un órgano y es práctica internacional que dicha rectoría –por razones de especialidad- se le asigne al órgano de fiscalización superior.
10. En Costa Rica el Sistema Nacional de Fiscalización y el Ordenamiento de Control y Fiscalización Superiores de la Hacienda Pública se definió como estrategia para el mejor cumplimiento de la competencia constitucional que tiene la CGR, a saber la fiscalización del patrimonio público, competencia que dentro del sistema como un todo no le corresponde solo a ella sino también a los órganos internos de cada administración.
11. La CGR es el órgano que posee las características necesarias para concretar la coordinación para la interacción de competencias orgánicas e institucionales, por razones de su competencia otorgada por la Constitución Política, su vasta experiencia, sus recursos, su carácter apolítico, su independencia, sin dejar de lado que su principal cliente es la ciudadanía.
12. La normativa técnica que emite la CGR se elabora con base en una visión de conjunto sobre la Hacienda Pública, lo cual facilita su preparación y la presentación en forma ordenada y sistemática de una serie de principios y criterios propios de la doctrina y la práctica; busca uniformar criterios en materias que se han considerado críticas entre las diferentes instituciones que debe fiscalizar.
13. Transferir las competencias de la CGR, tal y como es la emisión de normativa técnica, cercena el OCFS, pues perdería su unidad y coherencia, con la consecuente falta de operatividad. Se debilitaría también la rendición de cuentas. 
14. La falta de integración del control y la fiscalización rompe el esquema del papel que le corresponde a las EFS, reconocido internacionalmente, así como la esencia del contenido del modelo que se aplica en la Región Latinoamericana.
15. La filosofía de fiscalización de la CGR es integral, por eso el área financiera es tan solo una parte. De modo que se provocaría un vacío en el ordenamiento ante la ausencia de regulaciones sobre los demás campos que conforman la generalidad del control interno en el sector público. 

16. El traslado de competencias de CGR al Poder Ejecutivo, al desestimar la necesidad de integrar el control y fiscalización, rompe el esquema de la Administración Pública considerada desde un punto de vista sistémico, compuesta por sistemas que integran uno mayor y que interactúan entre sí para el logro de los objetivos comunes. Así, por un lado, el rol que corresponde desempeñar a la CGR se ve alterado, lo que implícitamente reduce el control que corresponde al Poder Legislativo, al afectar el adecuado funcionamiento de los componentes interactuantes en materia de fiscalización y control.

También es importante señalar que en esa oportunidad en el documento referido  se definieron o explicaron algunos conceptos importantes para el análisis de las competencias institucionales como lo son:

Control:  sistema retroalimentador de la administración y de la gerencia que se concreta en un conjunto de actos y operaciones que tiene por objeto identificar la realidad, examinarla y compararla con un criterio o modelo preestablecido, para luego modificarla conforme a él; así la responsabilidad del control es propia de los órganos que componen el sistema, sea la administración actora (control interno gerencial) y una institución superior de auditoría independiente que responde ante la función legislativa (característica de la Democracia)
Control Interno:  es un elemento inmerso en cada uno de los componentes de la administración financiera, pero no solo está presente en ésta, sino también en todos los demás campos de aplicación de la administración y en general, en actividades de cualquier naturaleza, es un sistema amplio, cubre las operaciones y actividades realizadas con los fondos públicos.
Rendición de cuentas: obligación intrínseca de la condición de los funcionarios públicos de rendir cuentas por sus actos, elemento clave para fortalecer y sustenta la Democracia.  Los funcionarios públicos tienen la obligación de actuar en términos de eficiencia, eficacia y economía en el cumplimiento de las tareas que el Estado les ha encomendado.
Definición, objetivos y componentes de OCFS: conjunto de normas que regulan la competencia, la estructura, la  actividad, las relaciones, los procedimientos, las responsabilidades y las sanciones derivados de la fiscalización de la Hacienda Pública o necesarios para ella y tiene como objetivo primordial garantizar la legalidad y la eficiencia de los controles internos y del manejo de los fondos públicos en los entes sobre los cuales tiene jurisdicción la CGR
Según lo hemos señalado con la aprobación de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República se establece el contenido y alcance de la función de control como un sistema, un todo armónico, cuyos componentes fundamentales son la Contraloría General de la República como órgano rector para el control de eficiencia y la fiscalización sobre la eficiencia de los controles internos y el control implantado  a lo interno de cada organización administrativa por el jerarca respectivo. Se establece un sistema de fiscalización que exige el funcionamiento armónico de sus componentes, a efecto de permitir el control de  los fondos públicos y de las actividades y fondos privados de origen público y evaluar el desempeño administrativo. 

 
Al aprobarse la Ley de Administración Financiera y Presupuestos Públicos, se refuerza la obligación de la administración pública de contar con un sistema de control interno (artículo 17), dirigido sobre todo a fiscalizar la adecuada utilización de los recursos financieros a cargo de la organización pública. Se dispone ya que el sistema de control interno es responsabilidad de la máxima autoridad de cada dependencia (artículo 18). 
La Ley General de Control Interno, refuerza este concepto de sistema, precisando de mejor manera los elementos integrantes de éste, sus objetivos y funciones.  La Ley pretende reforzar la responsabilidad de los órganos de control interno (administración activa y auditorías internas) en esta función. El control interno no depende de un órgano específico, la auditoría, sino de toda la organización y fundamentalmente de la jerarquía del ente. Se parte del principio de organización que señala que el control tiene como objeto preservar su propia existencia y contribuir con el logro de sus resultados.
 La administración activa se convierte, así, en un elemento esencial para el establecimiento del sistema de control interno y para su funcionamiento efectivo y eficiente, todo con el objeto de proteger los fondos públicos y garantizar la eficacia y eficiencia del aparato administrativo. (la fiscalización sobre la eficiencia de estos controles internos es lo que es competencia del órgano contralor). Objetivos que no corresponden a una administración pública en concreto, sino que deberían ser propios de toda organización administrativa. Además, se produce una modificación en orden a los objetivos del sistema de control, ya que se da un énfasis en el concepto de evaluación de la gestión administrativa. En ese sentido, el control no puede ser identificado con el control contable, sino que va más allá, a la eficiencia de estos controles internos. 
La Ley, en su artículo 7, obliga a disponer del sistema de control interno, sistema que debe corresponder a las competencias y atribuciones propias de la organización. Esa correspondencia se justifica por cuanto el sistema debe evaluar el desempeño institucional, pero al mismo tiempo debe dar seguridad en el cumplimiento de las atribuciones y competencias  (el logro de los productos propuestos). En consecuencia, el sistema de control no puede ser abstraído de la competencia de la organización. No es algo que se superpone a ésta. El artículo 8 de la Ley define el control interno como: “la serie de acciones ejecutadas por la administración activa, diseñadas para proporcionar seguridad en la consecución de los siguientes objetivos:  a) Proteger y conservar el patrimonio público contra cualquier pérdida, despilfarro, uso indebido, irregularidad o acto ilegal.  b) Exigir confiabilidad y oportunidad de la información. c) Garantizar eficiencia y eficacia de las operaciones.  d) Cumplir con el ordenamiento jurídico y técnico”.
En esa medida, el control interno provee garantía del logro de los objetivos y de las metas de la organización. Ese control se expresa a través de las políticas institucionales, mediante elaboración y aplicación de técnicas de dirección, verificación y evaluación de regulaciones administrativas, la implantación de manuales de funciones y procedimientos, de sistemas de información. Su objetivo es garantizar la eficacia, eficiencia y economía en las operaciones de la administración, promoviendo y facilitando la correcta ejecución de las funciones y actividades establecidas; velando porque las actividades y recursos de la organización estén dirigidos al cumplimiento de los objetivos previstos; garantizando la correcta y oportuna evaluación y seguimiento de la gestión de la organización, asegurando la oportunidad, claridad y confiabilidad de la información y de los registros que respaldan la gestión de la organización; protegiendo los recursos de esta y procurando su adecuada administración; corrigiendo y previniendo riesgos; así como la verificación y evaluación del propio sistema de control interno. 
     
El sistema de control interno comprende los sistemas contables, financiero, de planeación, verificación, de información y de operaciones. Sistemas que son propios de la organización administrativa. 
Conforme lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley de Control Interno es responsabilidad del jerarca y del titular subordinado establecer, mantener y perfeccionar el sistema, procurando que se adecue a la naturaleza, estructura y finalidad de la organización.  Pero la responsabilidad de la administración no se reduce a implantar el sistema. Por el contrario, le corresponde tomar las decisiones necesarias para que el sistema funcione correcta y eficazmente. La administración debe verificar que los objetivos y metas trazados para la organización se han cumplido. Lo cual implica que la administración debe establecer mecanismos de seguimiento de las normas, métodos, procedimientos adoptados así como la evaluación de los resultados. Ante lo cual cabría plantearse cuál es el papel de la auditoría dentro del sistema y particularmente, en la verificación del cumplimiento de las disposiciones adoptadas. 
De conformidad con lo expuesto, se puede concluir que las normas cuya modificación pretende este proyecto de ley, no solo están acordes con nuestra Constitución Política y demás normativa jurídica, sino que responden a los principios y las corrientes más modernas en la técnica y normativa de los sistemas de fiscalización superior y control actuales, amén de que responden a todo un sistema debidamente definido y desarrollado en la actualidad internacional.  En ese sentido, acoger las reformas propuestas sería un retroceso en la institucionalidad y Democracia costarricenses. 
B.  En cuanto a la emisión de normativa técnica, interesa destacar que la normativa que emite la CGR es meramente de carácter técnico y apegada a sus facultades constitucionales,  por lo que no es admisible la afirmación del proyecto de ley de que se “rozan ámbitos de autonomía política y administrativa garantizados por la Carta Política a los distintos entes y órganos de la Administración Pública”, pues finalmente los responsables de “Establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno” de cada institución pública son los respectivos jerarcas y titulares subordinados, de conformidad con la Ley General de Control Interno.
Debe tenerse presente que este órgano contralor, ostenta competencias legales de raigambre constitucional necesarias y suficientes para cumplir con el encargo funcional que le ha sido conferido, dentro de las que se incluye la emisión de normativa técnica en materias que engrosan su órbita natural de atribuciones (como por ejemplo el control interno), la cual ha sido delimitada por el Constituyente en los artículos 183 y 184 de la Carta Magna, y perfilada por el legislador ordinario en la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República.  

Es decir, se tiene clara entonces, y sin que quede espacio alguno a la duda, la titularidad plena que por imperio constitucional tiene la Contraloría General en lo que atañe a la Hacienda Pública y sus componentes, así como la facultad de la que ésta goza (merced a la rectoría que ejerce respecto al ordenamiento de control y fiscalización superiores), para diseñar, emitir y luego exigir con arreglo a su independencia funcional absoluta y dentro del marco que establece el ordenamiento jurídico, lineamientos y disposiciones como las que aquí nos ocupan, encaminadas a cumplir con el cometido constitucional que le ha sido encargado.

La emisión de lineamientos para cumplir con las tareas que le competen está en concordancia con el rol de rector del ordenamiento de control y fiscalización superior. En ese sentido, al ser la CGR administración de control, su normativa  no es una injerencia en la administración activa, sino un medio de fiscalización, cuyo rango también es constitucional y en forma alguna limita las potestades de decisión de las entidades públicas a que se dirige la normativa.

En ese sentido, la normativa de la CGR cumple un papel orientador y facilitador en la tarea que se encomienda a los jerarcas, compilando mejores prácticas, identificando criterios de naturaleza general, e informando todo ello a las instituciones en procura de una gestión eficaz de la Hacienda Pública.   No se pretende en modo alguno suplantar las prerrogativas de las instituciones o sus jerarcas en cuanto a la toma de decisiones, la elección de los medios más atinentes para el descargo de sus funciones, ni la dirección de la gestión para el cumplimiento de las respectivas misiones. Por lo demás, si bien la CGR es respetuosa de la autonomía institucional, el mandato que constitucionalmente se le asigna, la lleva a definir este tipo de documentación, que sirva como referencia en la prestación de su apoyo a la Asamblea Legislativa en la vigilancia de la Hacienda Pública.

Reformas a la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos

Se indica en la exposición de motivos que el artículo 55 de la precitada Ley de administración financiera de la República y presupuestos públicos establece la obligación de que los entes sometidos a control rindan informes sobre la gestión, resultados y rendimiento de cuentas ante el Ministerio de Planificación y la Contraloría.  No se especifica que, en el caso de la Contraloría, tales informes se deben circunscribir exclusivamente a la materia de manejo de fondos públicos, por lo que deja abierta la posibilidad de que la Contraloría ejerza control político sobre la gestión de los sujetos pasivos sometidos a su potestad fiscalizadora en el ejercicio de su actividad administrativa y técnica ordinaria.  Es necesario precisar que la Contraloría solo puede solicitar esos informes y dar recomendaciones en materia de manejo de fondos públicos, no respecto de la actividad ordinaria de los sujetos pasivos sujetos a su potestad fiscalizadora.

También se señala en la exposición de motivos que el artículo 46 de la precitada Ley vino a consagrar el principio de que los saldos disponibles de las asignaciones presupuestarias caducan al 3l de diciembre de cada año.  El anterior sistema, en cambio, permitía comprometer esos fondos para ser ejecutados dentro de los siguientes seis meses del año siguiente.  El sistema actual ha creado un gran problema para la Administración Pública en materia de contratación pública, pues si una licitación no se inicia antes de marzo no será posiblemente ejecutada, por el lento trámite de apertura de ofertas, adjudicación, eventuales apelaciones contra el acto adjudicatario y refrendo del contrato por parte de la Contraloría.

Criterio de la División:

Una vez más, este órgano contralor considera que las reformas propuestas no son procedentes ni pertinentes, por las razones que a continuación se exponen:

A. En cuanto a los compromisos presupuestarios,  tenemos que respecto al artículo 46 de la LAFPP en este proyecto de ley se propone regresar al sistema anterior a la entrada en vigencia de esa ley, el cual permitía comprometer los saldos disponibles de un presupuesto para ser ejecutados dentro de los seis meses del año siguiente. 

Llama la atención que la justificación de tal iniciativa se basa en afirmar que el sistema actual que establece un plazo hasta el 31 de diciembre de cada año, “ha creado un gran problema para la Administración Pública en materia de contratación pública, pues si una licitación no se inicia antes de marzo no será posiblemente ejecutada, por el lento trámite de apertura de ofertas, adjudicación, eventuales apelaciones contra el acto adjudicatario y refrendo del contrato por parte de la Contraloría. La praxis demuestra que esta tramitología dura un promedio de 9 meses mínimo, por lo que la disposición citada da al traste con gran cantidad de concursos públicos que se inician en abril o en meses posteriores y luego de toda su tramitología no pueden ejecutarse, pues los fondos disponibles para su financiación caducan el 31 de diciembre, fecha en la que todavía el respectivo contrato no ha recibido el refrendo de la Contraloría.”

Sin embargo, pese a lo afirmado, en el proyecto de ley no se suministran datos estadísticos ni se mencionan casos concretos de instituciones que se hubiesen visto perjudicadas por el plazo de caducidad impuesto por el artículo 46, lo cual no aporta elementos suficientes para valorar la magnitud de la supuesta afectación.
 Por ello, para desvirtuar la afirmación anterior se considera oportuno suministrarles a los señores diputados y diputadas, los siguientes elementos para el análisis de la procedencia o inconveniencia de avalar la reforma al artículo citado:

1. El sistema anterior de compromisos presupuestarios que se extendían por los seis meses siguientes a la conclusión del año presupuestario, no se apegaba al principio de anualidad presupuestaria dispuesta en el artículo 176 de la Constitución Política, el cual en la actualidad también se encuentra mencionado expresamente en el artículo 5 inciso d) de LAFPP. 

2. El retraso en la tramitación de la contratación administrativa o la imposibilidad de la ejecución por el advenimiento del plazo de caducidad del artículo 46, son inconvenientes que obedecen a distintos factores, por lo que la simple reforma al artículo 46 de la LAFPP no parece ser la única vía para la solución eficiente a esa problemática, pues en el proceso de contratación inciden aspectos internos de gestión de las respectivas instituciones públicas, las cuales pueden provocar el retraso e inclusive la inejecución de una contratación.  

3. Como ejemplo de lo anterior se pueden mencionar los Informes DFOE-PR-14-2004 del 17 de mayo del 2004 denominado  “Informe relativo al estudio efectuado sobre el proceso de contratación administrativa en la Refinadora Costarricense de Petróleo, S.A.”  y el Informe DFOE-PR-17-2003 del 17 de diciembre del 2003 denominado “Informe relativo al estudio efectuado sobre el proceso de contratación administrativa del Instituto Costarricense de Electricidad”, los cuales -pese a realizarse bajo el modelo de compromisos presupuestarios anterior- llevaron a esta Contraloría a concluir lo siguiente: 
 “(…) la eficiencia en el uso de esos importantes recursos está estrechamente ligada con el proceso que se desarrolla a lo interno de la entidad en la ejecución de la actividad contractual, de manera que, si este se sustenta en una eficiente planificación y toma de decisiones, el proceso sería ágil y produciría la recepción oportuna de los bienes y servicios, lo que permitiría, en el caso específico de RECOPE, mayor oportunidad y calidad en la ejecución de sus proyectos, así como en el sostenimiento de sus actividades, lo que en última instancia, redunda en un mejor uso de los recursos públicos y un mejor servicio para el usuario (…)  permitió observar que en algunos procedimientos de contratación emprendidos se consumieron tiempos elevados en la ejecución de determinadas fases o actividades, tal es el caso de las fases de planificación, análisis y adjudicación de ofertas y entrega de la orden de compra a los proveedores. De igual forma, en algunos concursos se emplearon tiempos de bastante consideración en la fase de remisión del contrato a refrendo.  A su vez, la fase de confección del contrato mostró plazos significativos, sobre todo considerando que en esa etapa ya se tienen definidos adecuadamente el objeto contractual, los precios, los plazos y las condiciones que regulan las relaciones entre RECOPE y los adjudicatarios del suministro de los bienes o servicios (…)  A tono con lo anterior, la función fiscalizadora que ejerce la Contraloría General dentro de los procesos de contratación que promueve RECOPE, la cual comprende la fase recursiva (recursos de objeción al cartel y apelación al acto de adjudicación) y el otorgamiento de refrendos, presentó, para la muestra seleccionada, un nivel bajo de incidencia dentro del tiempo de duración de tales procesos.  Por lo tanto, el esfuerzo por incrementar los niveles de eficiencia del proceso de adquisición de bienes y servicios, se enmarca en forma predominante dentro de la órbita de mejora institucional de RECOPE.”   DFOE-PR-14-2004
“(…) el ICE, en relación con cada una de esas fases o actividades, permitió evidenciar puntos críticos, sobre todo en las fases de planificación y análisis y adjudicación de ofertas, donde se observaron plazos que no contribuyeron a que el proceso de contratación fuera el más eficiente; asimismo, para todos los procedimientos se observó que en la fase de remisión del contrato a refrendo, se emplearon tiempos que parecieran ser excesivos para esa actividad, lo cual podría estar denotando ausencia de coordinación y comunicación adecuadas entre las unidades involucradas en el proceso.  De igual manera, la fase de confección del contrato mostró plazos significativos, sobre todo considerando que en esa etapa ya se tienen definidos adecuadamente el objeto contractual, los precios, los plazos y las condiciones que regulan las relaciones entre el ICE y los adjudicatarios del suministro de los bienes y servicios. (…)  el plazo empleado por este órgano contralor representó solo el 4,5% de todo el proceso (tiempo de refrendo), y fue del 16% en los casos en que se requirió de su participación para atender las apelaciones (refrendo más apelación).  Por su parte, en lo que atañe a las compras directas, el tiempo empleado representó el 9% del total del proceso.  De lo anterior se desprende que la mayor parte del proceso de contratación, correspondió a la gestión del propio Instituto.  Esto nos lleva a interpretar, que de reducirse esos plazos o trasladarse esas actividades a otros órganos, con el fin de agilizar los correspondientes procedimientos de contratación –objetivo primordial que pretende el proyecto de ley de transformación del ICE– sin que ello vaya aparejado a una mejora sustancial en la eficiencia de los procesos de contratación, podría conducir a que las reducciones de tiempo resulten poco significativas, pero con eventuales repercusiones en el control de una actividad que, como se vio, traslada recursos públicos al sector privado por muchos miles de millones de colones.”  DFOE-PR-17-2003

Así las cosas, se desprende de los informes citados, que aunque se hayan realizado bajo el sistema de contratación de la ley anterior, la eficiencia de la gestión interna de cada institución en el proceso de contratación (planificación, toma de decisiones, coordinación, cumplimiento de las fases, etc.) es un elemento esencial para la efectividad de la ejecución durante el ejercicio presupuestario anual, por ello promover la ampliación del plazo de caducidad del modelo de compromiso presupuestario sin analizar detalladamente la real incidencia de los aspectos de gestión institucional en la tardanza de los procesos podría provocar un efecto adverso, es decir, promover la ineficiencia interna de la administración en el debido cumplimiento de las fases contractuales.

Además, se debe tener presente que las reformas a la Ley de la Contratación Administrativa y su Reglamento han promovido sistemas de contratación más flexibles y eficientes para las instituciones públicas, por ejemplo, la contratación sin contenido presupuestario, motivo por el cual es necesario valorar si bajo la coyuntura actual es procedente la ampliación del plazo en cuestión como un remedio ante la tardanza de los procesos de contratación. 

Finalmente, para efectos de valoración de la posición institucional se considera oportuno realizar un recuento de las actas del proyecto de la LAFPP, pues en esa oportunidad se discutió la procedencia de modificar el sistema anterior de compromisos presupuestarios y aunque en esa oportunidad la posición de este órgano contralor fue de oposición a la adopción del modelo actual, hoy avala la redacción actual ante la realidad que se ha comprobado al respecto.  Consideramos que los argumentos expuestos en ese momento pueden ser de utilidad para analizar la postura que se asumirá frente al proyecto de ley sometido a consulta.

1. En el Tomo I, a partir del folio 210, se expone que para la ejecución del presupuesto se han previsto dos criterios que buscan dar solución al problema de imputación de gastos en los presupuestos. Uno de ellos es el criterio de devengo (sistema de ejercicio o de competencia) y el otro es el criterio del pago o cobro (sistema de caja o de gestión). 

2. En el sistema de ejercicio o de competencia se entiende realizado el gasto o el ingreso en el momento del reconocimiento o la liquidación. Se considera más jurídico, pues hace coincidir los gastos con la propia eficacia jurídica del presupuesto pero tiene el inconveniente de demorar el cierre de la contabilidad durante el período de prórroga o ampliación del ejercicio. 

3. El sistema de caja o de gestión se atiende al momento de la entrada o salida efectiva de los recursos en el Tesoro Público, independientemente del momento en el que las obligaciones o derechos fueron asumidos. Este sistema no da lugar a restos pendientes, pero no permite un adecuado control, dado que lo importante son los compromisos adquiridos y los derechos liquidados; pero los resultados pueden falsearse retrasando pagos o adelantando ingresos. 

4. Lo común es la no aplicación íntegra de un sistema sino su uso mixto. En el folio 212 se afirma que en la anterior Ley de la Administración Financiera no se adoptaba expresamente uno u otro sistema, sino que según lo afirmaron funcionarios de Hacienda, en materia de ingresos se seguía el sistema de caja, en tanto el devengado se utilizaba para contabilizar los gastos. Así para atenuar el problema de la prolongación del presupuesto que suponía la utilización de ese sistema, la Ley permitía extender el presupuesto por seis meses más.  

5. En el Tomo II, propiamente en los folios 363 y 364, se plasmaron algunas consideraciones del Lic. Adrián Vargas sobre el sistema anterior y el actual. Sobre el modelo antiguo se expresó que muchos de los gastos autorizados para un período presupuestario determinado, terminan ejecutándose en el período siguiente, “…se comen parte de los ingresos del período siguiente aunque en realidad fueron gastos que estaban autorizados para un período anterior y que se trasladan en última instancia con esa figura del compromiso, sin que haya un traslado o una especificación clara, de con qué se va a financiar aquello.” El cambio de ese esquema implica incorporar no solamente el gasto, sino también la fuente de financiamiento.  

6. En ese mismo tomo pero en los folios 492 y 493 se encuentra una moción presentada por la CGR, en la cual se proponía que los gastos comprometidos, no cancelados al 31 de diciembre de cada año, podrán pagarse dentro del término de los seis meses siguientes y al 30 de junio debía hacerse la liquidación respectiva. La justificación de la propuesta se basó en que los compromisos deben reunir ciertas condiciones básicas para su liquidación por el que el plazo de seis meses se considera conveniente.  Además, en esa oportunidad se argumentó que no se quebranta con ello el principio de anualidad presupuestaria, pues se mantiene al imputarse al período respectivo el compromiso, dejando los seis meses siguientes únicamente para el pago correspondiente. Se destaca que al 31 de diciembre son muchas las obligaciones que se quedan sin cancelar, por lo que el plazo de seis meses sirve para evitar involucrar a la Administración en demandas judiciales por el incumplimiento del plazo. 

7. En el Tomo V, folio 1240 consta una moción presentada por el Ministerio de Hacienda, en la que se proponía que los gastos no devengados se incorporaran al presupuesto siguiente, de conformidad con una reglamentación que debía emitirse al efecto. 
8. En ese mismo tomo pero en el folio 1269 se encuentra un criterio emitido por el Tribunal Supremo de Elecciones, en el cual se pronunció en contra del plazo de caducidad al 31 de diciembre, pues se manifestó que no era posible prever cuántos de los compromisos por adquirir quedarían pendientes de cancelación, así como que se abriría una imagen de superávit ficticia en lo relativo a los fondos del presupuesto comprometidos pero no ejecutados. En ese mismo sentido se plasmaron otras consideraciones en los folios 1265 y 1356. 

9. En el Tomo VI en los folios 1639, 1673 y 1674 se hace referencia a una moción presentada por el entonces Diputado Urcuyo Fournier en la que nuevamente se proponía que los gastos comprometidos, no cancelados al 31 de diciembre de cada año, podrán pagarse dentro del término de los seis meses siguientes y al 30 de junio debía hacerse la liquidación respectiva. El Lic. Adrián Vargas advirtió en esa oportunidad que de aprobarse esa moción se generarían una serie de inconvenientes porque se promueve que en un mismo año se ejecuten dos presupuestos, es decir los compromisos del año anterior y el presupuesto propiamente dicho. No obstante, en esa sesión la moción fue aprobada. Sin embargo, en el texto del proyecto de ley visible en el folio 1811, la redacción del artículo 45 cambió quedando tal y como hoy en día se encuentra vigente.  

Estas razones deberían ser consideradas por los señores legisladores para no volver a un sistema que ha sido superado y que no representa actualmente la causa del problema que se pretende combatir; sistema que actualmente se ha demostrado su funcionamiento y que no existen razones que justifiquen o fundamenten su modificación.
B. En cuanto a los informes periódicos y finales y evaluación física y financiera de la ejecución de los presupuestos, en el proyecto de ley se propone que la presentación de los informes que dispone el artículo 55 de LAFPP se remitan a la CGR únicamente en lo concerniente a disposición de los fondos públicos para efectos de su evaluación.

La reforma propuesta se  considera inconveniente, pues  limitaría las potestades de fiscalización de este órgano contralor a una mera labor contable-financiera de índole posterior; sin embargo, la finalidad de la presentación de esos informes a la CGR -tal y como lo disponen los artículos 52 y 55 de la LAFPP-, trasciende tal finalidad.

En ese sentido, en la Memoria Anual del año 2002 esta Contraloría emitió un Dictamen sobre los Informes de Resultados Físicos del Presupuesto remitido por el Ministerio de Hacienda en el año 2002, en el cual solo se reportó lo relativo a productos finales o relevantes, dejando de lado lo relacionado con los objetivos estratégicos, las metas de gestión y los indicadores de desempeño, cuyos elementos se consideran básicos para la formulación presupuestaria y necesarios para emitir un criterio válido de acuerdo con lo señalado en el artículo 55 de la Ley 8131. Ante tal situación del contenido del dictamen se puede extraer: 

1. Que las deficiencias detectadas en los informes se señalan en aras de procurar que efectivamente sea posible suministrar a la Asamblea Legislativa, información relevante que le permita ejercer su control político, bajo parámetros objetivos de resultados de gestión, efectividad de programas y costo unitario de los servicios,  en las instituciones sujetas al Presupuesto Nacional.

2. El fin último de esos informes se enfoca hacia la transparencia en la gestión de las instituciones y al uso de los recursos públicos. Por tanto, en realidad el usuario final de esos informes, es la ciudadanía en general, quien está en su pleno derecho de conocer, con el mayor nivel de detalle posible, el uso que las instituciones públicas dan a los recursos públicos. 

   Es evidente que el limitar el acceso de la información a aspectos meramente contables, tal y como lo pretende el proyecto de ley, limita el alcance de la fiscalización, pues no permite analizar integralmente la gestión institucional, la cual de acuerdo con lo establecido en el artículo 2 del  Reglamento a la LAFRPP
, es la relación entre la planificación y la ejecución de los procesos internos de cada órgano o ente, según se trate, mediante la asignación de los recursos financieros y humanos, para proveer los bienes y servicios finales a los ciudadanos. 
La evaluación de la gestión debe percibirse como la evaluación de los procesos mediante los cuales se transforman los insumos en bienes y servicios y debe ocuparse en verificar fundamentalmente que se hagan bien las cosas, que se generen los productos, que se cumplan los procesos con una racional utilización de los insumos, y no únicamente una evaluación de cumplimiento de metas. 
Por todo lo anterior, se considera inadecuado para efectos de la fiscalización y de la efectiva vigilancia de la Hacienda Pública que las potestades reconocidas actualmente por el ordenamiento jurídico a la CGR se restrinjan, debido a una interpretación aislada del texto constitucional.  Asimismo, la aceptación de las reformas propuestas  perjudicaría la calidad de  la información que este órgano contralor debe proporcionar a la Asamblea Legislativa, en su labor de órgano auxiliar de ésta, lo cual redunda en un perjuicio para el control político que le compete al órgano legislativo.   

De la anterior forma, dejamos evacuada su consulta.
Atentamente,




Lic. Carlos Arguedas Vargas





         Gerente División

Lic. Roberto Rodríguez Araica



Licda. Silvia Maria Chanto Castro

       Gerente Asociado
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� Se aclara que en este caso se hace uso de la palabra burocracia en su significado de administración ineficiente a causa del papeleo, la rigidez y las formalidades superfluas, según lo contempla el Diccionario de la Real Academia Española en su vigésima segunda edición.


� Fiedler, Franz, “La independencia de las Entidades Fiscalizadoras Superiores”, tomado de  INTOSAI: 50 años (1953-2003), publicación monográfica de la Organización Internacional de Entidades Fiscalizadoras Superiores, en � HYPERLINK "http://www.intosai.org" ��www.intosai.org�.


� Véanse Acta n° 74 de las trece horas y treinta minutos del treinta de octubre de mil novecientos noventa (tomo 3, folio 675); Acta n° 17 de las  nueve horas del veinticinco de enero de mil novecientos noventa y uno. (tomo 5, folio 1341); Acta n° 108 de las  trece  horas  y cuarenta y cinco minutos del diecinueve de febrero de mil novecientos noventa y uno (tomo 5, folio 1540); Acta  n° 21 de las quince cincuenta y cinco minutos del veintinueve de marzo de mil novecientos noventa y cuatro (tomo 12, folio 3208) y Acta  n° 23 de las quince horas  cincuenta y nueve minutos del  doce de abril de mil novecientos noventa y cuatro (tomo 12, folio 3289).   


� Véanse Acta n°. 71 de las catorce horas y treinta y un minutos del veintitrés de octubre de mil novecientos noventa (tomo 3, folio 604) y Acta n° 17 de las  nueve horas del veinticinco de enero de mil novecientos noventa y uno  (tomo 5, folio 1341)


� Jinesta Lobo, Ernesto, “Evolución de resultados y rendición de cuentas en la Administración Pública. La reforma al artículo 11 de la Constitución Política, Revista Ivstitia, Año 14, No.166-167, p. 15-16.


�Ley n° 8003 del 8 de junio del 2000


�Este cambio es de suma importancia dado que el consecuente costo económico y social de una administración pública ineficiente e ineficaz en la prestación de servicios adecuados, compromete a su vez las posibilidades de desarrollo del país, lo que a su vez infringe el derecho fundamental “de desarrollo de los pueblos”.


�A manera de ejemplo, en la exposición de motivos que sustentó el proyecto de la Ley General de Control Interno se indico “al ser el control interno un elemento esencial para la rendición de cuentas, se ubicó el proyecto en ese contexto, dado que no se concibe un sistema que exija responsabilidades a los administradores públicos si las instituciones administradas no cuentan con controles interno eficientes.  Así, un eficiente sistema de control interno es inherente a toda rendición de cuentas, por lo que el proyecto se inscribe en el texto y la filosofía que inspiran la recién reforma del artículo 11 de nuestra Constitución Política”.


�“(…) en el artículo 2, 3, etc., están más o menos dando las pautas de cómo ustedes pretenden lograr esos niveles óptimos de eficiencia y eficacia; examinando los presupuestos, velar por que se desarrolle efectivamente una programación, la ejecución de los programas, estableciendo controles, evaluaciones, etc., La eficiencia y eficacia sólo se puede observar o captar si ustedes compaginan en realidad si los presupuestos que han sido aprobados coinciden con la programación que tiene alguna de las unidades, si no coincide, si no compete, si no responde, si no logran las metas no están logrando la eficiencia y la eficacia. (…)” . (Véase Tomo 3, folio 614).


�Montesinos Julve Vicente, “Nuevos ámbitos de la fiscalización de las entidades públicas”, p.55-56. “La eficacia surge de la comparación entre los objetivos fijados a las acciones y los resultados o impacto real de las mismas (eficacia en objetivos). También se habla de eficacia en el coste cuando se comparan estos resultados finales de las acciones con los costes en los que ha incurrido para lograrlos.”


�Montesinos Julve Vicente, p.55-56. “La eficiencia, rendimiento o productividad resulta de la comparación de los productos o servicios obtenidos de la actividad pública (outputs) y los recursos productivos utilizados para ello (inputs), en unidades físicas o valoradas ambas magnitudes en términos monetarios.”


�Montesinos Julve Vicente, p.55-56. “La economía se traduce en la consecución de los menores costes de los recursos productivos utilizados en la adquisición de dichos recursos en igualdad de características técnicas y suponiendo las mismas condiciones en cuanto a la eficacia y eficiencia del proceso.” 


� “Diputado Muñoz Quesada: El concepto de eficiencia en el derecho, involucra tanto la gestión como los resultados y los administradores nos hablaron que este concepto involucrada tres: economía, costos, eficiencia, rendimiento y eficacia, resultados. Entonces, después de una larga discusión nos permitimos hacer esta definición que involucra mediante el concepto del control de eficiencia, los tres aspectos: economía, eficacia, y eficiencia.  Eso no fue fácil por cuanto todos términos [sic] claro a que se refiere había dudas en cuanto al verdadero termino que debíamos emplear y asumiendo que las leyes son para aplicarse jurídicamente, los orientamos con utilizar en las ley los conceptos jurídicos, aclarando el marco o el contenido de ese concepto que involucra muchos aspectos desde el grado de gestión, medios, métodos y criterios técnicos adoptados, es decir, involucra en alguna medida la economía, la eficacia y la eficiencia.” (La negrita no es del original). “Licenciada Aracelly Pacheco: Este artículo conjuntamente con el artículo 5 del anteproyecto establece dicha potestad como parte importante de la competencia de la Contraloría General, cuyo propósito es ampliarle los medios para evaluar la gestión que realizan los responsables de la administración de dicha hacienda, en cuanto se utilizan los recursos humanos, materiales y financieros, de manera eficiente y económica, es decir, si en el logro de los objetivos y metas de una entidad, órgano o empresa pública, funcionario o empleado, el manejo de los fondos públicos se ha efectuado de acuerdo con la ley y las técnicas aplicables en forma recta, prudente con ahorro tiempo, trabajo, dinero etc. Por otra parte, como complemento de lo anterior se establece la potestad para medir y evaluar los resultados finales y beneficios obtenidos con el uso de los citados recursos, es decir, se faculta para determinar cómo y en qué medidas se ha cumplido con los objetivos o metas programados. (…)”..  (Véase Tomo 5, folio 1544 y Tomo 3, folios 614 y 615, respectivamente).


�Canales Aliende José Manuel, en su obra “Los retos y los problemas actuales de la evaluación del sector público y el nuevo papel de las Entidades Fiscalizadoras Superiores.”, p.33. señala: “Las responsabilidades de la gestión, no consisten sólo en la rendición de cuentas, sino también en otras cosas más, tales como: el cumplimiento de objetivos, el logro y la medición de resultados, la transparencia en la gestión, la satisfacción y la confianza en los ciudadanos perceptores de los servicios públicos y la lucha contra la corrupción política. (…). 	Las Administraciones Públicas, su organización, métodos y sus interacciones con quienes de un modo u otro, entran en relación con ella, han cambiado radicalmente durante las últimas décadas. En general, los cambios se han orientado a mejorar la eficacia, la eficiencia y la calidad de los servicios, así como a aumentar la receptividad hacia las demandas de los ciudadanos. (…)” .


�Montesinos Julve Vicente, p.60. Este autor, señala que en el ámbito de la fiscalización, estos cambios en el paradigma de la Nueva Gestión Pública, han implicado modificaciones en materia de auditoría, lo que ha llevado a variar los alcances y contenidos de la metodología, contemplándose –entre otros- los siguientes aspectos: / “ a) Ampliación del ámbito de las actuaciones a fiscalizar, paralelamente a la ampliación producida en el ámbito de la rendición de cuentas. / b) Mayor énfasis en la incidencia en los resultados de la gestión pública, su incidencia sobre los ciudadanos y la calidad de los servicios públicos. / c) Análisis más profundo de los sistemas organizativos de las entidades, con atención especial de los sistemas de control interno y a los efectos de la implantación de nuevas técnicas de management y tecnologías de la información. / d) Mayor prioridad por la vigilancia de situaciones de fraude y corrupción.”


�Ponencia CGR, Cuarta jornada de reflexión EUROSAI-OLACEFS titulada “Hacia la construcción de indicadores sobre el impacto de la fiscalización sobre el ahorro y buen uso de los recursos públicos”: “(…) la Contraloría General de la República de Costa Rica ha venido implementando un nuevo modelo de fiscalización que tiende a ofrecer tres aportes primordiales, los cuales deberían crecer en el tiempo. / a- Aumento en la eficiencia de las instituciones públicas. Uno de ellos reside en su contribución al aumento de la eficiencia de las instituciones públicas, y en esa medida, en el aumento de la legitimidad del sector público ante la ciudadanía. (…) / b- Fortalecimiento de buenas prácticas en el uso de los recursos públicos. Un segundo aporte consiste en el fortalecimiento de las prácticas de uso correcto de los recursos públicos; por cuanto el nuevo modelo de la Contraloría General es en buena medida un modelo más efectivo para prevenir y combatir la corrupción pública y privada. (…) / c- Generación de información. En tercer lugar, está el aporte a la generación de información clave para mejorar la toma de decisiones dentro del Estado y para la incidencia ciudadana en las decisiones públicas. (…)”





� En sentido similar, el artículo 10 del Código Civil enuncia que “Las normas se interpretarán según el sentido propio de sus palabras, en relación con el contexto, los antecedentes históricos y legislativos y la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de ellas.”


�Montesinos Julve Vicente, “Nuevos ámbitos de la fiscalización de las entidades públicas”, p.61-62. Señala que se han planteado críticas en doctrina, sobre la implementación de fiscalizaciones en que se ejerce este tipo de control, sin contar con una coordinación adecuada con las entidades evaluadas, lo que ha llevado a que estas no cuenten con los instrumentos informativos necesarios para recopilar la información y por ende tengan una imposibilidad para elaborarla y presentarla a los evaluadores. Incluso en algunos países se ha introducido la obligación de practicar controles de eficacia, eficiencia y economía antes de proceder al desarrollo de los instrumentos informativos pertinentes. Situación que de acuerdo con la experiencia  resulta  sumamente difícil que los controladores y evaluadores internos y externos practiquen este tipo de controles y auditorías sin que las entidades hayan desarrollado los instrumentos necesarios para recoger, elaborar y presentar este tipo de información.


�Correspondiente al curso del CEDET. “Fiscalización del Sector Público. 3ra Edición. Módulo III.1.” páginas 30 y 31.


� Véase en ese sentido oficio No. 10243, DAGJ-1086-2007 del 04 de setiembre de 2007.


� Se tiene especial cuidado con el contenido de la normativa a emitir, constatándose que en el campo financiero no se invaden las facultades sobre el destino o el uso del patrimonio, tampoco se trata de políticas sobre las áreas o condiciones en que deben administrar las entidades los fondos públicos presupuestados; se posibilita que en las materias o áreas a planificar en el corto, mediano o largo plazo, u otros, las entidades puedan promulgar las regulaciones internas que sean necesarias. Todo lo cual, implícitamente considera el ámbito de autonomía administrativa de que gozan las distintas instituciones públicas y procura la responsabilización por la gestión administrativa que corresponde a la administración activa.





� Decreto Ejecutivo No. 32988-H-PLAN publicado en la Gaceta No. 74 del  martes 18 de abril del 2006. 





